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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
HABEAS CORPUS / CASOS CONCRETOS EN QUE PROCEDE / MENOR VÍCTIMA DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR Y CON MEDIDA DE RESTABLECIMIENTO DE DERECHOS / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / DEBE GESTIONAR SU PETICIÓN DE LIBERTAD DENTRO DEL PROCESO ADELANTADO.
… de acuerdo con los lineamientos legales y supralegales, se tiene que la acción de habeas corpus es procedente cuando alguien está privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales o la misma se prolonga ilegalmente. Pero más específicamente, cuando, al decir de la Corte Constitucional en Sentencia T-260/99: (i) la vulneración de la libertad se produce por orden arbitraria de autoridad no judicial; (ii) la persona se encuentre ilegalmente privada de la libertad por vencimiento de los términos legales respectivos; (iii) pese a existir una providencia judicial que ampara la limitación del derecho a la libertad personal, la solicitud de habeas corpus se formuló durante el período de prolongación ilegal de la libertad, es decir, antes de proferida la decisión judicial; y (iv) la providencia que ordena la detención es una auténtica vía de hecho judicial. (…)
De entrada se advierte que en el asunto en ciernes no está demostrada la existencia de alguna de las causales que viabilizan la liberación por esta vía judicial especialísima, como bien lo sostuvo el funcionario de primer nivel. Y así es en cuanto de la información con la que se cuenta, puede concluirse sin asomo de dudas, que contrario a lo sostenido por el agente oficioso la presunta detención de la menor en la Corporación Sirviendo Con Amor, adscrita al ICBF, no es arbitraria ni ilegal sino derivada de un trámite administrativo de restablecimiento de derechos que se adelanta a su favor al haber sido, según la información allegada, víctima de violencia intrafamiliar por parte del progenitor. (…)
Debe reiterarse que la acción constitucional no puede utilizarse como mecanismo alternativo o sustitutivo de los trámites ordinarios para debatir lo que legalmente debe hacerse en el interior de los mismos, en tanto se trata de un medio excepcional para lograr la protección del derecho a la libertad y corregir las eventuales afectaciones que pudieran generarse por actos u omisiones de las autoridades públicas, las cuales no se advierten en este caso respecto del trámite de restablecimiento de derechos que adelanta el ICBF a favor de la menor.

Acorde con lo anterior, la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal que por vía analógica es de aplicación en este caso específico, ha señalado que las solicitudes de libertad deben tramitarse y decidirse dentro del respectivo proceso, en este caso el que se sigue ante la Comisaría de Familia, a consecuencia de lo cual resulta inviable, en principio -salvo claras actuaciones viciadas que constituyan vía de hecho y que por supuesto no es la situación que aquí se presenta-, acudir a la invocación del habeas corpus.
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dieciséis (16) de octubre de dos mil diecinueve (2019).
1.- VISTOS 

En condición de juez unipersonal, el suscrito magistrado resuelve a continuación el recurso de apelación interpuesto por el agente oficioso de la menor Y.C.A.M.
 contra la providencia proferida en octubre 10 de 2019 por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), por medio de la cual se negó la pretensión liberatoria dentro de la acción de HABEAS CORPUS promovida a su favor.
2.- ANTECEDENTES

2.1.- En escrito presentado el pasado 09 de octubre, el señor LEÓN MORENO ARENAS, en calidad de agente oficioso, solicitó la libertad de YCAM de 13 años de edad, al considerar que se encuentra privada ilegalmente de su libertad en la CORPORACIÓN SIRVIENDO CON AMOR, adscrita al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -en adelante ICBF-, sin haber cometido delito alguno o haber infringido la ley, y aun así tanto a su abuela como a su tía no se les ha permitido ninguna clase de comunicación con la misma, ni han logrado ser escuchadas o atendidas por el ICBF.

2.2.- La petición de orden constitucional fue asignada al Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), autoridad que en esa fecha avocó el conocimiento de la actuación y requirió a la CORPORACIÓN SIRVIENDO CON AMOR y al ICBF, para que se pronunciaran en este asunto, frente a lo cual únicamente la primera, por medio de correo electrónico, allegó copia del Registro Civil de Nacimiento de la adolescente y de la solicitud de ingreso emanada de la Policía Nacional. 
2.3.- De conformidad con la información obtenida, el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira determinó que la acción de habeas corpus no estaba llamada a prosperar, y por lo mismo negó el derecho a la libertad personal que se invoca. Para llegar a esa conclusión, tuvo en consideración que: (i) Y.C.A.M no se encuentra privada de la libertad, por lo cual la acción es improcedente; (ii) la menor se halla sujeta a un proceso administrativo que surte ante el ICBF, quien tiene la facultad de tomar las medidas que estime pertinente para la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes; (iii) si el agente oficioso advierte que en el interior de dicho trámite se han quebrantado derechos fundamentales, posee otras vías judiciales para cuestionarlas; y (iv) en este asunto no se presenta una privación de la libertad; por el contrario, el Estado por medio de sus agentes legítimamente constituidos cumple con su obligación de adelantar el procedimiento administrativo frente a una adolescente que según se afirma está en condición de vulnerabilidad.

2.4.- El agente oficio de la accionante impugnó lo decidido, y refirió: (i) el a quo debió declararse impedido por cuanto desde octubre 01 de 2019 reposa una tutela en su despacho que instauró YCMA y que surgió a raíz de estos mismos hechos por los cuales reclama su libertad; (ii) el juzgado sabía que la menor fue agredida por su padre y una ciudadana Venezolana, a consecuencia de lo cual fue atendida en el Hospital San Jorge, lo que culminó con su privación de la libertad; (iii) la arbitrariedad de un Comisario de Familia no puede  estar por encima de los derechos fundamentales; (iv) la CORPORACIÓN SIRVIENDO CON AMOR es una institución para menores que se han visto inmersos en delitos, no es un hogar de paso, y por ello la accionante se encuentra en un sitio que no es adecuado para el resarcimiento de sus derechos; (v) el hecho que la niña se encuentre encerrada en contra de su voluntad y privada de toda comunicación con familiares y amigos durante aproximadamente 15 días configura la privación ilegal de la libertad; (vi) conforme se dijo en la tutela el único familiar que tenía la pequeña era su padre, quien a  la hora de ahora es su agresor, al desconocerse el paradero de su progenitora; y (vii) de haber existido duda alguna para el despacho debió efectuar visita a la pequeña para confirmar la información, como lo señala la norma, pero no lo hizo ni justificó tal omisión.

Pide en consecuencia se revoque la decisión proferida por la primera instancia y luego de realizar un test de ponderación de derechos fundamentales, de encontrar que priman sus derechos a la libertad, educación, debido proceso, dignidad humana, entre otros, se ordene a la autoridad competente reubicarla en un hogar de paso o en aquel que no represente una tortura para ella.

2.5- Por parte de la Sala se solicitó al Comisario de Familia Centro que entregara información relacionada con la situación de la menor YCAM, quien al respecto expresó: (i) la adolescente se encuentra en protección por órdenes de dicha Comisaria en la CORPORACIÓN SIRVIENDO CON AMOR; (ii) la misma está en la modalidad de protección internado, lugar en el que se hallan los niños, niñas y adolescentes mientras se adelanta el proceso de restablecimiento de derechos a su favor y que han sido víctimas de maltrato, violencia intrafamiliar o presunto abuso sexual, para proceder a lograr su ubicación en la familia de origen o extensa, sin que los menores que allí se encuentran tengan conflicto con la ley; (iii) la Comisaría adelanta el proceso de restablecimiento de derechos de la menor YCAM, al haber sido afectada por violencia intrafamiliar presuntamente por parte de su progenitor, sin que esté vinculada a proceso administrativo en relación con hechos acaecidos en octubre 05 de 2019; (iv) inicialmente la resolución de medida de protección fue emitida por la Defensoría de Familia, en septiembre 19 de 2019, y posteriormente remitida a dicha Comisaría por competencia; (v) en la actuación no cursa poder otorgado al abogado LEÓN MORENO ARENAS para actuar en representación de la adolescente; y finalmente (vi) el despacho adelanta los trámites pertinentes para  proceder a la ubicación de la adolescente en familia de origen o extensa.

3.- Para resolver, SE CONSIDERA
Tiene competencia el suscrito magistrado para conocer de esta acción, de conformidad con el artículo 2º de la Ley 1095/06 y en consideración a que la persona que alega la violación al derecho fundamental se encuentra ubicada en esta capital
.
Del escrito recibido se observa el interés de poner en marcha la Administración de Justicia en pro de activar el derecho fundamental a la libertad personal por medio del ejercicio de la acción constitucional que encarna el habeas corpus (artículos 28 y 30 de la Carta Política).

Con antelación a ingresar en el estudio de fondo, y como quiera que el agente oficioso de la menor -quien al parecer es abogado-, aduce que en este asunto el funcionario de primer nivel debió declararse impedido conforme lo reglado en el art. 2º Ley 1095/06, en tanto ante el Juzgado Sexto se tramita una acción de tutela que a nombre propio interpuso la menor afectada por estos mismos hechos, y por medio de la cual busca igualmente se le reconozca el derecho fundamental a la libertad, la Sala se pronunciará a ese respecto en forma previa.
La normativa en mención relativa a la competencia para decidir la acción de Habeas Corpus, contempla entre otros aspectos lo siguiente: “Si el juez al que le hubiere sido repartida la acción ya hubiere conocido con antelación sobre la actuación judicial que origina la solicitud de Hábeas Corpus, deberá declararse impedido para resolver sobre esta y trasladar las diligencias, de inmediato, al juez siguiente –o del municipio más cercano– de la misma jerarquía, quien deberá fallar sobre la acción dentro de los términos previstos para ello.” -negrillas de la Sala-. De la literalidad de dicha normativa, se desprende con claridad que el funcionario judicial deberá apartarse del conocimiento de la referida acción, cuando haya conocido de la actuación que originó el Habeas Corpus; empero, de acuerdo con la información suministrada, es evidente que el titular del Juzgado Sexto Penal del Circuito nada tuvo que ver con los hechos que originaron la presunta privación de la libertad de YCAM.

La única actuación que adelanta el mencionado despacho, es una acción de tutela que interpuso la menor aludida donde al parecer reclama igualmente su liberación, pero en dicho asunto no se ha proferido por parte del a quo decisión de fondo como así se le comunicó a esta Corporación
.

Así las cosas, de llegar a decirse que  por el hecho de tramitarse la aludida tutela en ese juzgado ello implica que el a quo conoció los hechos que son materia de la presente actuación, debe señalarse que tal asunto no ha sido definido de fondo y por ende el funcionario judicial no ha realizado valoración de los elementos de prueba recaudados en dicho trámite, con lo cual, la mera relación fáctica que allí se esgrime y que muy seguramente tuvo ocasión de conocer -de lo cual nada se allegó-, no es suficiente para pregonar una causal de impedimento.

Superado lo anterior, y de acuerdo con los lineamientos legales y supralegales, se tiene que la acción de habeas corpus es procedente cuando alguien está privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales o la misma se prolonga ilegalmente
. Pero más específicamente, cuando, al decir de la Corte Constitucional en Sentencia T-260/99: (i) la vulneración de la libertad se produce por orden arbitraria de autoridad no judicial; (ii) la persona se encuentre ilegalmente privada de la libertad por vencimiento de los términos legales respectivos; (iii) pese a existir una providencia judicial que ampara la limitación del derecho a la libertad personal, la solicitud de habeas corpus se formuló durante el período de prolongación ilegal de la libertad, es decir, antes de proferida la decisión judicial; y (iv) la providencia que ordena la detención es una auténtica vía de hecho judicial.
Se trata de una prerrogativa intangible, de aplicación inmediata, no susceptible de limitación, aplicable de conformidad con una interpretación ajustada a las reglas que integran el bloque de constitucionalidad, y que no sólo propende por la protección de la libertad sino también de la vida y la integridad personal como se dejó establecido en la Sentencia C-187/06.
De entrada se advierte que en el asunto en ciernes no está demostrada la existencia de alguna de las causales que viabilizan la liberación por esta vía judicial especialísima, como bien lo sostuvo el funcionario de primer nivel. Y así es en cuanto de la información con la que se cuenta, puede concluirse sin asomo de dudas, que contrario a lo sostenido por el agente oficioso la presunta detención de la menor en la CORPORACIÓN SIRVIENDO CON AMOR, adscrita al ICBF, no es arbitraria ni ilegal sino derivada de un trámite administrativo de restablecimiento de derechos que se adelanta a su favor al haber sido, según la información allegada, víctima de violencia intrafamiliar por parte del progenitor.
Si bien el agente oficioso dio a entender en su recurso que el hecho de haber sido dejada a disposición del ICBF y la Comisaría de Familia, obedece a que al parecer la menor fue agredida por su padre y una ciudadana Venezolana, lo que incluso ameritó su atención en salud en el Hospital Universitario San Jorge de esta capital, de ello solo se enteró la Corporación con ocasión de la información suministrada por la Comisaría de Familia, en tanto de la documentación arrimada a este asunto, y más concretamente del informe policivo de octubre 05 de 2019 por medio del cual se dejó a disposición de “un hogar de paso” del ICBF para protección a la referida menor, se entiende que los hechos se registraron de la siguiente manera: Se originaron en esa fecha siendo las 21:15 horas, cuando en un registro y control se detuvo al vehículo conducido por el señor LEÓN MORENO ARENAS -al parecer se trata de quien ahora funge como agente oficioso de la menor, ante la coincidencia de su nombre y cédula de ciudadanía-, quien se hallaba acompañado de la adolescente a la cual le indica que se vaya, y una vez esta desciende del automotor, los policiales tratan de evitar que se evada, ante lo cual la pequeña adopta una actitud agresiva y lesiona con un “mordisco” en el brazo izquierdo al patrullero CRISTIAN DANIEL ARREDONDO -quien posteriormente fue llevado a un centro médico- y por tal motivo incluso se ven en la necesidad de  hacer uso de las esposas y es dejada a disposición de la Policía de Infancia y Adolescencia.

Aunque en principio para la Sala las circunstancias fácticas que ameritaron que las autoridades policivas dejaran a disposición del ICBF, a la menor, fueron las acontecidas en octubre 05 de 2019, momento en el cual agredió a un agente de la Policía, quien la dejó a órdenes de un hogar de paso, lo que a la hora de ahora se sabe, es que en efecto a favor de la menor se adelanta un trámite administrativo ante la Comisaría de Familia Centro, en cabeza del Dr. WILLIAM DE JESÚS MADRID OSORIO, quien será el encargado de procurar el restablecimiento de los derechos de la adolescente en consideración a su corta edad, por lo cual en momento alguno puede indicarse que la misma se encuentre “privada de su libertad de manera injusta”, en tanto lo que se pretende es su protección integral.

Y no obstante que el señor LEÓN MORENO ARENAS da a entender que en cabeza de dicho funcionario se comete una arbitrariedad en contra de la adolescente al tenerla retenida en un lugar que a diferencia de ser un hogar de paso es un espacio donde permanecen otros menores infractores de la ley penal
, y donde además se le impide a la abuela y a la tía tener contacto con ella, tales falencias o supuestas transgresiones de garantías procesales y constitucionales que considera se han cometido en contra de la adolescente o de su familia más cercana, deben ser ventiladas dentro del procedimiento administrativo que allí se adelanta; por tanto, es en ese escenario procesal donde debe procurar demostrar las irregularidades en las que se sustenta la pretensión liberatoria.  
Debe reiterarse que la acción constitucional no puede utilizarse como mecanismo alternativo o sustitutivo de los trámites ordinarios para debatir lo que legalmente debe hacerse en el interior de los mismos, en tanto se trata de un medio excepcional para lograr la protección del derecho a la libertad y corregir las eventuales afectaciones que pudieran generarse por actos u omisiones de las autoridades públicas, las cuales no se advierten en este caso respecto del trámite de restablecimiento de derechos que adelanta el ICBF a favor de la menor.
Acorde con lo anterior, la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal que por vía analógica es de aplicación en este caso específico, ha señalado que las solicitudes de libertad deben tramitarse y decidirse dentro del respectivo proceso, en este caso el que se sigue ante la Comisaría de Familia, a consecuencia de lo cual resulta inviable, en principio -salvo claras actuaciones viciadas que constituyan vía de hecho y que por supuesto no es la situación que aquí se presenta-, acudir a la invocación del habeas corpus. Sobre el particular la Alta Corporación ha expresado:

“[…] Al respecto, se ha de insistir en que esta acción no es una figura alternativa o sucedánea para debatir aspectos que se deben confrontar en desarrollo del proceso penal en relación con los hechos que se investigan, el marco temporal y situacional de su ocurrencia o las causales de excarcelación, pues por ser un trámite excepcional está limitado a la protección de la libertad y de los derechos fundamentales que se deriven de ella como la vida, la integridad personal y el no ser sometido a desaparecimiento, o a tratos crueles y torturas, como lo concluyó la Corte Constitucional en sentencia C-187 de 2006 en el control previo realizado a la Ley Estatutaria de habeas corpus.

Precisamente, al constituir un medio excepcional de protección de la libertad no puede desconocer los trámites judiciales dispuestos para el proceso penal, ni el juez constitucional encargado de resolverlo puede sustituir a los funcionarios encomendados del conocimiento de tales procedimientos ordinarios, al punto que le está vedado cuestionar situaciones de fondo o de responsabilidad penal del procesado, debatir asuntos probatorios y de valoración, porque sólo se trata de una revisión de los aspectos formales o circunstanciales que rodearon la afectación de la libertad. […]”

De acuerdo con lo dicho en precedencia, se itera que para el caso en concreto la acción de habeas corpus es improcedente, toda vez que mediante este mecanismo judicial no pueden analizarse los argumentos que esgrime el agente oficioso respecto de las irregularidades en una presunta detención, o la necesidad de un cambio del lugar donde se encuentra, las cuales deberán ser elevadas ante dicha Comisaría de Familia para determinar lo pertinente.

En esos términos, hay lugar a confirmar la negativa de la protección constitucional deprecada, como quiera que la garantía fundamental a la libertad de YCAM no ha sido transgredida, y en tal sentido la decisión adoptada por el funcionario de primer grado se observa ajustada a derecho.
4.- DECISIÓN  

El suscrito magistrado de la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), 

RESUELVE
CONFIRMAR la decisión proferida por el Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), por medio de la cual no concedió el habeas corpus presentado a favor de la menor YCAM, de conformidad con lo indicado en el cuerpo motivo de esta providencia.

Contra esta decisión no procede recurso alguno.

Por secretaría líbrense las comunicaciones correspondientes.

Notifíquese y cúmplase 
El Magistrado,
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
La Secretaría, 

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� En virtud de lo previsto en el Código de la Infancia y la Adolescencia, se omite consignar el nombre de la menor. 


� Corte Constitucional, Sentencia C-187/06, M.P. Clara Inés Vargas Hernández y Corte Suprema de Justicia, Sala Unitaria, providencia del veintinueve (29) de enero de 2007, Magistrado Álvaro Orlando Pérez Pinzón. 


� Ver folio 4, cuaderno del Tribunal. 


� Ley 1095 de 2006, artículo 1º.


� Contrario a lo que se da a entender por parte del Comisario de familia quien asegura que en el sitio donde se le brinda protección no se encuentran menores en conflicto con la ley.


�  CSJ AP, 19 ene. 2010, rad. 33373.
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